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SLDO. TÉC. AVC. SERGIO ISRAEL TASIPANTA LEÓN, ciudadano ecuatoriano con el porcentaje de
54% de discapacidad física parcial permanente, en mi calidad de legitimado activo,
respetuosamente comparezco y manifiesto:

DEL PRECEDENTE HORIZONTAL

Señora Jueza Ponente, a fin de fortalecer los fundamentos relevantes de mi Acción
Extraordinaria de Protección, en adelante AEP, así como para alcanzar una decisión favorable
que proteja mis derechos y la reparación integral de los daños causados por la violación de los
derechos constitucionales invocados, adjunto el precedente aplicable y vinculante al thema
decidendu, la sentencia T-328-22 de 19de septiembre de 2022 de la Corte Constitucional de
Colombia por ella resulta análoga entre los fundamentos fácticos, los temas constitucionales
alegados, las normas del bloque de constitucionalidad ylos problemas jurídicos planteados. En
tal virtud, servirá para interpretar e integrar el campo de aplicación de los derechos
constitucionales invocados en mi AEP.

Como es de su conocimiento, por respeto al principio de universalidad de los derechos, de
colaboración armónica entre las Altas Cortes de justicia constitucional, estos organismos
procuran la uniformidad decriterios, doctrinas oteorías en aras de buscar la máxima protección
de los derechos fundamentales. De ahí que esta Corte, desde sus inicios ha acudido en
múltiples oportunidades a los criterios o lineamientos establecidos en los precedentes de la
Corte Constitucional de Colombia1.

Ahora bien, el precedente jurisprudencial colombiano que pongo en suconocimiento contiene
los puntos trascendentales que estoy alegando en mi AEP, mismos que han sido ya dilucidados
y sirve de parámetros para resolver el presente caso:

1. Sobre la protección constitucional de las personas en situación de discapacidad y su
derecho a la estabilidad laboral reforzada

2. Acerca del régimen legal de las fuerzas militares y derecho a la permanencia o
reubicación de los militares queven disminuidas sucapacidad laboral

La decisión de la Alta Corte constituye fuente formal y principal del derecho, por tanto, de
aplicación directa ya que evidencia la solución del litigio constitucional similar al presente caso.
Tiene fuerza vinculante yobligatoria por reunir las siguientes características o elementos:

a) Establece disposiciones jurídicas que prescribe la realización y/o omisión de una conducta,
es decir, las reglas que sirven para resolver el caso en estudio ylos casos posteriores similares!

Ver por ejemplo: la Corte Constitucional para el período de Transición, en sentencia No. 006-09-SEP-CC (caso 0002-
08-EP) de 19 de mayo de 2009, en el considerando segundo, citó ala sentencia T-808/07 de la Corte Constitucional
de Colombia. Asimismo, la primera Corte Constitucional del Ecuador en sentencia No. 288-15-SEP-CC (caso 0013-12-
EP) de 02 de septiembre del 2015, cita la sentencia C-383-2000 de la Corte Constitucional de Colombia; y, la actual
conformaaon de la Corte Constitucional citó los parámetros interpretativos de la Corte Constitucional de Colombia
en sentenca 11-18-CN/19 (matrimonio igualitario) como se observa en el párr. 167 que cita la sentencia C-336/08 de
16 de abril de 2008 de la Corte Constitucional de Colombia, párr. 203 que cita la sentencia SU-214 de 2016- y la
sentenca 1158-17-EP/21 en párrafo 64.2, cita la sentencia No. T-709/10 de 08 de septiembre de 2010 de la Corte
Constitucional de Colombia.



Párr 10(...) Este criterio de discapacidad, a la luz de un enfoque socialy dederechos humanos,
ha sido aplicado por la Corte Constitucional en casos en donde se vulnera el derecho a la
estabilidad reforzada de personas que tiene una disminución de su capacidad laboral. Por
ejemplo, en lasentencia T-440 de 2017 laCorte revisó tres casos de retiro de agentes de ¡afuerza
pública luego de quefueron clasificados con algún tipo de disminución en su capacidad laboral.
En dicha decisión este tribunal aplicó, entre otros instrumentos internacionales, la Convención
de las Naciones Unidassobre los Derechos de las Personas con Discapacidadpara destacar "que
el trabajo asegura el desarrollo personal y ¡aproductividad de las personas en situación de
discapacidad (y) permite el acceso deesta población a los bienes y servicios necesarios para su
subsistenciay lade susfamilias". En otraspalabras, lajurisprudencia de laCorte ha entendido
que la pérdida de capacidad laboral puede generar una situación de discapacidad de la cual
emana un derecho a la estabilidad laboral reforzada.

Párr. 13. (...)que ladiscapacidad nopuede significar un obstáculopara que laspersonaspuedan
vincularse laboralmente en el sector público y enel privado yfue enfática enseñalar que dicha
condición no puede ser usadapor sisolapara desvincular o despedir a unapersona de sutrabajo.

Párr. 14. En consideración a dichos mandatos legales y constitucionales, este Tribunal ha
reconocido en diferentes decisiones que las personas con discapacidad deben gozar de una
estabilidad laboral reforzada. Así, porejemplo, enlasentencia T-286 de2019, resolvió una tutela
presentada por un integrante de laArmada Nacional quefue desvinculado de laentidad después
de que lajunta médico laboral determinó que tenia unapérdida de capacidad laboral del21.50%.
En dicha decisión la Corte ordenó el reintegro de la persona y la realización de una nueva
valoración al constatar una violación delospreceptos constitucionales que consagran el derecho
a laigualdady elprincipio de solidaridad". Por suporte, en lasentencia T-597 de 2017, laCorte
ordenó elreintegroy el respectivopagodelossalarios adeudados deun miembro delejército tras
ser calificado como no aptopara elservicio después de que sedeterminara que tenía unapérdida
de capacidad laboral del 47,11% En dicha decisión este Tribunal indicó que el "sustento
normativo de estaprotección especial seencuentra en losprincipios de Estado Social de Derecho,
la igualdad materialy lasolidaridad social, consagrados enla Constitución Política".

Párr. 17. (...), laCorte Constitucional haseñalado que estafacultad de retiro noesdiscrecional,
arbitraria niautomática, enespecial enaquellos casos cuando sealega lacausal dedisminución
de la capacidad sicofísica de lapersona. Así, por ejemplo, en laya citada sentencia T-597 de
2017, la Corte señaló que, aunque las fuerzas militares gozan de un régimen especial de
vinculación laboral nopueden omitir sudeber deprotección depersonas que se encuentran enun
estado dedebilidad manifiesta pues esta conducta supone un trato discriminatorio que noestá
amparado porel régimen legaly constitucional.

b) Destinatario que tenga un deber jurídico de realizar u omitir la conducta señalada
por la norma contenida en la jurisprudencia, es decir a los jueces, a través del
precedente horizontal y obliga a la alta corte hacia el futuro.

Párr. 15. En conclusión, en esta ocasión la Sala reitera que los mandatos constitucionales y
legales, así como ¡os precedentes de la Corte Constitucionales imponen la obligación alEstado
de que garantice elderecho al trabajo de las personas en situación de discapacidad a través de
medidas concretas de protección y no discriminación como loson, entre otras, ¡a prohibición de
despido de personas en condición de discapacidad, sin una razón legítima ni elpermiso de la
oficina de trabajo, de acuerdo con elarticulo 26 de la ley 361 de 1997, y su reubicación alabores
y condiciones que se ajusten a su situación. Esto, con elobjetivo de que las personas tengan la
posibilidad de desarrollar su vida con normalidad, sin que su condición implique un motivo de
rechazo, exclusión o discriminación.

Párr. 17. (...) Bajo esta premisa, la Corte Constitucional ha protegido elderecho a la estabilidad
laboral reforzada de los miembros de las fuerzas militares que han sido retirados del sen'icio
activo luego de ser calificados "no aptos"como consecuencia de la disminución en su capacidad
laboral. Asi, por ejemplo, en la ya citada sentencia T-440 de 2017 la Corte reiteró la regla
jurisprudencial según la cual cuando lapérdida de capacidades inferior al50% loprocedente no
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es la desvinculación sino la reubicación dentro de la institución. Lo anterior como una garantía
deprotección que se materializa con la oportunidad que tiene lapersona de seguir vinculada a
lasfuerzas militares en condiciones acordes con su capacidad laboral y en una actividad que
tenga los mismos o mayores beneficios que el cargo que ocupaba conanterioridad.

Párr. 18. Enesemismo sentido, la Corte hasido enfática enrechazar que el retiro delosmilitares
que han sufrido de alguna pérdida en su capacidad laboral se motive simplemente con el
argumento de que "ya noson útilesparadesarrollar las labores propias de la entidad". Un buen
ejemplo deeste precedente se encuentra enlasentencia T-382 de2014, decisión enlaque laCorte
revisó una tutela presentadapor un soldado quefue retirado del ejército por una disminución en
su capacidad, después de que se negara su traslado a otrafunción porconsiderar que no tenía
capacidades que pudieran "ser aprovechadas en actividades administrativas, docentes o de
instrucción". En dicha providencia, la Corte encontró que este tipo de argumentos son
reprochables enrazón a que el Estado debe propenderporla realización dela igualdad material.

c)Que exista un titular que tenga el derecho a exigir judicialmente la realizaciónde laconducta
contenida en la norma jurisprudencial.

En el presente caso, el titular con derecho a exigir es el compareciente en condición de
discapacitado parcial permanente como usuario del sistema normativo que invoco
expresamente la aplicación de las normativas del Bloque de Constitucionalidad que han sido
tuteladas en la sentencia T-328-22 de 19 de septiembre de 2022 de la Corte Constitucional de
Colombia, comotitular del derecho a la igualdad de trato jurídico por parte de los jueces que
tienen el deber jurídico de solucionar los casos, de la misma manera.

En consecuencia,el precedente horizontalcontenida en lasentencia de laalta corte colombiana,
tiene carácter vinculantepues cumple los elementos o características anotadas y debe servir de
insumo para esta Corte Constitucionaldel Ecuador, toda vez que es a través del ejerciciode esta
actividad se asegura de manera definitiva la eficacia de los derechos constitucionales,
insistiendo en la obligatoriedad del precedente horizontal, pues no es justo que casos iguales
sean resueltos de manera diferente.

En relación al precedente horizontal, la Corte Constitucional del Ecuador en sentencia 1035-12-
EP/20 de 22 de enero de 2020 en el párrafo 19, expresó:

19. En opinión de la Corte, en cambio, el precedente horizontal auto-vinculante es una

necesidad racional y jurídica. Dicha auto-vinculatoriedad quiere decir que el
fundamento (centralmente, la ratio decidendi) en cuya virtud una decisión judicial ha
sido tomada porlos jueces quecomponen uncierto tribunal obliga a esosmismos jueces
cuando, en el futuro, tuvieren que resolver un caso análogo; de manera que dichos
jueces pueden apartarse de su propio precedente solo si los justifican suficientemente.
Esto es así porque, si bien un juez resuelve casos singulares, debe unlversalizar el
fundamento de sus decisiones para casos análogos futuros: resultaría irracional y
contrarioal derecho fundamental a la igualdad formal si un juez que, en el caso A, ha
dicho que debe hacerse Xpor darse las circunstancias 1, 2 y 3, posteriormente, en el
caso B, sostuviera lo contrario ante esas mismascircunstancias ysin justificarsu cambio
de opinión.



Dada la procedencia y constitucionalidad de mi exposición jurídica, espero ser atendido
benévola y favorablemente por los jueces de esta Corte Constitucional, pues, tengo toda la

confianza de que se hará justicia en este caso.

Firmo conjuntamente con mi abogado patrocinador.
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